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PRESTACIONES POR DESEMPLEO. PROCESO SOCIAL. 



En la Villa de Bilbao, a veintiséis de febrero de dos mil dos.

La Sala de lo Social del Tribunal Superior de Justicia de la Comunidad Autónoma del País Vasco, formada por los Iltmos. Sres. DON PABLO SESMA DE LUIS, Presidente en Funciones, DON MODESTO IRURETAGOYENA ITURRI y DOÑA MARIA JOSE HERNANDEZ VITORIA, Magistrados, ha pronunciado,

EN NOMBRE DEL REY
la siguiente,

SENTENCIA
En el Recurso de Suplicación interpuesto por el Letrado sustituto de la Abogacía del Estado, actuando en nombre y representación del Organismo INSTITUTO NACIONAL DE EMPLEO ("I.N.E.M."), contra la Sentencia del Juzgado de lo Social nº 1 de los de Vizcaya, de fecha 8 de Noviembre de 2001, dictada en proceso sobre PRESTACION POR DESEMPLEO (RDE), y entablado por DOÑA MARIA MERCEDES E. G., frente al mencionado Organismo recurrente, INSTITUTO NACIONAL DE EMPLEO ("I.N.E.M."), Es Ponente la Iltma. Sra. Magistrada DOÑA MARIA JOSE HERNANDEZ VITORIA, quien expresa el criterio de la SALA.

ANTECEDENTES DE HECHO
PRIMERO.- La única instancia del proceso en curso se inició por Demanda y terminó por Sentencia, cuya relación de Hechos Probados es la siguiente:

1º.-) "La demandante es perceptora de prestación por desempleo desde el 28 de julio de 2000 con una duración de 660 días y base reguladora de 8.969 ptas día.

2º.-) El 6-07-01 no acudió a su correspondiente oficina de Empleo a renovar la tarjeta de demandante, de empleo por lo que le fue comunicada propuesta de suspensión de la prestación durante un mes del 6 de julio al 5 de agosto de 2001, por no renovación de tal demanda con resolución confirmando tal comunicación de 7 de agosto de 2001.

3º.-) Interpuesta la reclamación previa frente a esa resolución sancionadora ha resultado desestimada por resolución de 17-09-01 que ha motivado la actual demanda".

SEGUNDO.- La Parte Dispositiva de la Sentencia de Instancia dice:

"Que se estima la demanda presentada por MARIA MERCEDES E. G. contra INEM declarando nula la resolución administrativa impugnada y condenando al INSTITUTO NACIONAL DE EMPLEO a estar y pasar por tal declaración y a reponer a la actora en su situación anterior, con abono de las prestaciones dejadas de percibir y reposición en su situación de demandante de empleo".

TERCERO.- Frente a dicha Resolución se interpuso el Recurso de Suplicación anteriormente reseñado, que no fue impugnado de contrario.

FUNDAMENTOS DE DERECHO
PRIMERO.- El Inem dictó acuerdo en fecha 7/8/01 por el que resolvía suspender durante un mes el abono de la prestación de desempleo de la Sra. E. por no haber renovado la demanda de empleo en la fecha establecida con tal fin.

La Sra. E. impugnó judicialmente dicha decisión, siendo estimada su demanda por sentencia del juzgado de lo social nº 1 de Vizcaya de fecha 8/11/01, razón por la que el Inem formula suplicación basada en un motivo único, donde, con amparo en el apdo. c) del art.191 L.P.L., alega la existencia de infracción de los arts. "17.1.a), 47.5 y 48.4 del R.D. Legislativo 5/200 de 4 de agosto, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley sobre Infracciones y Sanciones en el Orden Social, que atribuyen la competencia para la imposición de sanciones por infracciones leves y graves a la Entidad Gestora, en relación con el Art. 62.1.b. de la Ley 30/92 de 22 de noviembre, y del Art. 5.1 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, así como de las sentencias del Tribunal Constitucional nº 25/83 de 7 de abril (BOE 27.4.93) y 124/89 de 7 de julio (BOE de 9.8.89)".

SEGUNDO.- Es objeto de discusión ante la Sala quién ostenta la competencia para sancionar conductas como aquélla en la que ha incurrido el recurrente. La sentencia de instancia admite la tesis de la part actora, según la cual dicha competencia la ostenta la Comunidad Autónoma del País Vasco (en adelante, CAPV), por mor de lo dispuesto en el art. 18.2 de su correspondiente Estatuto de Autonomía; el Inem, que el Estado, dado que no se ha producido hasta la fecha en favor del País Vasco el correspondiente traspaso de competencias en materia de gestión de empleo.

Dicha polémica ha de resolverse a la luz de cuanto razona el Tribunal Constitucional (en adelante, T.C.) en sentencia 195/96, de 28 de noviembre. De ella resulta lo siguiente:

1º) El capítulo IV de la ley 8/88 regula las infracciones en materia de empleo. Dentro del mismo la Sección 3ª se ocupa de las llevadas a cabo por los trabajadores, incluyendo en ellas (art.30.1.1.), como infracción leve, la consistente en "No comparecer, previo requerimiento, ante la Entidad Gestora, las agencias de colocación sin fines lucrativoso o las entidades asociadas de los Servicios Integrados para el Empleo, o no renovar la demanda de empleo en la forma y fechas que se determine por la Entidad Gestora en el documento de renovación de la demanda salvo causa justificada".

Dicha conducta es sancionada en el art. 46.1 "con pérdida de la prestación, subsidio o pensión durante un mes".

2º) Según la citada sentencia del T.C. (fundamento de derecho 10), los arts. 29 y 30 de la Ley 8/88, pese a su ubicación sistemática, que, como hemos dicho, es la del capítulo IV, pertenecen a la materia de seguridad social, regulada en el capítulo III de dicha ley.

Dentro de la regulación de la materia de seguridad social cabe distinguir entre disposiciones que inciden en su régimen económico y las que no lo hacen. Por aquellas primeras hemos de entender, según la propia sentencia a la que venimos haciendo referencia, las normas que pueden comprometer "a la unidad del sistema o perturbar su funcionamiento económico uniforme, cuestionar la titularidad estatal de todos los recursos de la Seguridad Social o engendrar directa o indirectamente desigualdades entre los ciudadanos en lo que atañe a la satisfacción de sus derechos y al cumplimiento de sus obligaciones de seguridad social".

En todo caso, regulando los citados arts. 29 y 30 de la ley 8/88 materia de seguridad social, ambos siguen el régimen jurídico propio de esta última en lo que se refiere al reparto de competencias entre el Estado y las Comunidades Autónomas.

3º) A este respecto el art. 149.1 17 de la Constitución Española atribuye al Estado competencia exclusiva sobre "Legislación básica y régimen económico de la Seguridad Social, sin perjuicio de la ejecución de sus servicios por las Comunidades Autónomas".

Por su parte, la L.O. 3/79, de 18 de diciembre, por la que se aprueba el Estatuto de Autonomía del País Vasco, establece en su art.º 18.2 que corresponde a dicha Comunidad Autónoma, en materia de seguridad social: "A) El desarrollo legislativo y la ejecución de la legislación básica del Estado, salvo las normas que configuren el régimen económico de la misma; B) La gestión del régimen económico de la Seguridad Social".

Finalmente, es de tener en cuenta, en cuanto a la normativa sobre el reparto de competencias en la materia que nos ocupa, que el art. 46.4 de la ley 8/88 acuerda que "La imposición de las sanciones por infracciones leves y graves corresponde a la Entidad Gestora; la de las muy graves compete a las Direcciones provinciales de Trabajo y Seguridad Social, a propuesta de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social".

4º) En consecuencia, concluye dicha sentencia 195/96, ostentando la CAPV competencias de ejecución -incluyendo dentro de ellas la potestad sancionadora- en materia de seguridad social, es a dicha Comunidad a quien corresponde sancionar a los trabajadores en caso de incumplimiento de lo previsto en el art. 30.1.1 de la ley 8/88.

Hemos de decir, respetuosamente, que esa conclusión de que la CAPV puede sancionar, en aplicación del art. 30.1.1 de la ley 8/88, y precisamente por no tratarse en él de materia que incida en el régimen económico de la seguridad social, con la pérdida de un mes de prestación o subsidio de desempleo los supuestos de falta de renovación de la demanda de empleo se contradice de alguna manera, a nuestro juicio, con la propia afirmación que contiene el fundamento de derecho octavo de la propia sentencia 195/96, en cuanto en este último se dice que hemos de entender como infracciones que recaen directamente sobre la actividad económica de la Seguridad Social "las que definen ilícitos que se hallan inmedíatamente referidos a la percepción de sus ingresos o a la de realización de los gastos correspondientes", pues, desde esta perspectiva la suspensión de una prestación incide en los gastos a los que hace frente el sistema económico de la seguridad social.

No obstante, la parte dispositiva de la repetida sentencia 195/96 es clara y según la misma el art. 46.4 de la ley 8/88 es contrario al orden constitucional de competencias en cuanto desconoce las de ejecución que ostenta la CAPV en materia de seguridad social y, concretamente, las que se refieren a las infracciones previstas en el art. 30.1. de la misma ley. Consiguientemente, hemos de reconocer a dicha Comunidad Autónoma la competencia de aplicación del precepto que ese acaba de citar.

5º) Sin que a ello obste el razonamiento de la parte impugnante, que, con apoyo en la sentencia TC 25/83, sostiene que no puede ostentar la CAPV la referida competencia sancionadora por no haber recibido el traspaso de competencias en materia de ejecución de normativa sobre seguridad social, pues como razona la propia sentencia del T.C. que cita la Administración, la atribución "ipso iure" de competencias en favor de una Comunidad Autónoma debe entenderse como posibilidad de ejercicio inmedíato de todo aquello que para su ejercicio no requiera especiales medios personales o materiales, de modo que "El traspaso de servicios es condición del pleno ejercicio de las competencias estatutariamete transferidas cuando, según su naturaleza, sea necesario e imprescindible". Razonamiento éste que se enmarca en la línea del después seguido por la sentencia T.C. 124/89, donde se reitera que "la inexistencia de la necesaria transferencia de servicios sobre una determinada materia no es condición obstativa para la asunción de la titularidad de las competencias que, en relación con dicha materia, el Estatuto atribuye a una Comunidad autónoma"

De modo que, contando la CAPV con servicios administrativos que pueden realizar esa competencia ejecutiva que tiene atribuida en materia de seguridad social, se ha de llegar a la conclusión de que el Inem no está facultado para imponer la sanción que se impugna en este proceso. Así lo ha declarado ya este Tribunal Superior de Justicia en sentencias de fechas 5/5/98 (rec. 555/98), 17/11/98 (rec. 2281/98), 22/6/99 (rec. 920/99) y 5/6/01 (rec. 945/01).

TERCERO.- Las conclusiones que se acaban de exponer no quedan desvirtuadas por el hecho de haber entrado en vigor el Texto Refundido de la ley sobre infracciones y sanciones en el orden social aprobado por R. Decreto-Legislativo 5/2000, de 4 de agosto.

Esta disposición legal se encuentra estructurada en 7 capítulos. El segundo regula las infracciones laborales (incluyendo en su art. 17.1 a), como infracción leve de los trabajadores en materia de empleo, "no comparecer, previo requerimiento, ante el servicio público de empleo o no renovar la demanda de empleo en la forma y fechas que se determinen en el documento de renovación de la demanda salvo causas justificadas"). El capítulo III regula las infracciones en materia de seguridad social. El capítulo VI las responsabilidades y sanciones y, dentro de su art. 47, establece las sanciones a los trabajadores, solicitantes y beneficiarios en materia de empleo y de seguridad social, precisando que las infracciones leves se sancionarán con pérdida de prestación, subsidio o pensión durante un mes. Finalmente, el capítulo VII establece unas disposiciones comunes, entre las cuales se incluye la atribución de competencias sancionadoras, lo que, según el art. 48.4, supone que "la imposición de las sanciones por infracciones leves y graves a los trabajadores en materia de empleo, formación profesional, ayuda para el fomento del empleo, Seguridad Social y protección por desempleo, corresponde a la entidad gestora de la Seguridad Social u organismo público de colocación competente; las de las muy graves a la autoridad competente, a propuesta de la Inspección de trabajo y Seguridad Social".

A propósito de esta regulación legal cabe decir dos cosas:

1ª) La falta de renovación de la demanda de empleo sigue siendo infracción en materia de seguridad social, aun cuando se contemple entre las infracciones laborales, siguiendo los mismos razonamientos que exponía el Tribunal Constitucional en su repetida sentencia 195/96 a propósito de los arts. 29 y 30 de la ley 8/88.

2ª) En coherencia, también procede seguir los mismos razonamientos empleados por el T.C. para atribuir la competencia sancionadora derivada de aquella infracción a la CAPV.

El contenido del art. 48.4 no enerva estas conclusiones, pues las competencias que en él se atribuyen respecto a la infracción leve tipificada en el art. 17.1 a) corresponden a la misma autoridad que podía sancionar respecto a la infracción del derogado art. 30.1.1 de la ley 8/88. No cabe admitir que el R. Decreto-legislativo 5/2000 haya introducido innovaciones en esta materia, por cuanto se trata de un texto legal elaborado por el poder ejecutivo en uso de la delegación legislativa conferida por las Cortes (art. 82.5 C.E.), y ello le impide introducir innovaciones legislativas respecto a las leyes que refunde (entre ellas la ley 8/88), sino sólo regularizar, aclarar y armonizar los textos refundidos (TC 205/93, de 17 de junio). De infringirse estos límites el legislador delegado incurriría en "ultra vires" y los órganos judiciales ordinarios deberían apreciar la correspondiente degradación normativa en todo lo que excediese de la delegación legislativa (sentencias TC 51/82, de 19 de julio, y 47/84, de 4 de abril; auto 69/83, de 17 de febrero).

Por lo que procede la íntegra desestimación del recurso.

CUARTO.- Esa desestimación no conlleva la imposición de costas, de acuerdo con lo dispuesto en el art. 233.1 de la L.P.L., dado que la parte recurrente dispone del beneficio de asistencia jurídica gratuita, de conformidad con el art. 2, apdo. d) de la Ley 1/96, de 10 de enero.

FALLAMOS
Desestimamos el recurso de suplicación interpuesto por el INSTITUTO NACIONAL DE EMPLEO ("I.N.E.M.") contra la sentencia del Juzgado de lo Social nº 1 de los de Vizcaya, de fecha 8 de Noviembre de 2001, dictada en autos nº 633/01, promovidos por DOÑA MARIA MERCEDES E. G. frente al mencionado Organismo INSTITUTO NACIONAL DE EMPLEO ("I.N.E.M."). En su consecuencia, confirmamos la sentencia impugnada, sin que haya lugar a la imposición de costas.

Notifíquese esta Sentencia a las partes interesadas y al Ministerio Fiscal.

Una vez FIRME lo acordado, devuélvanse las actuaciones al Juzgado de lo Social de origen para dar cumplimiento al Fallo recaído.

Así, por esta nuestra Sentencia, definitivamente juzgando, lo pronunciamos, mandamos y firmamos.

PUBLICACION.- Leída y publicada fue la anterior Sentencia en el mismo día de su fecha por la Iltma. Sra. Magistrada-Ponente que la suscribe, en la Sala de Audiencias de este Tribunal. Doy fé.

ADVERTENCIAS LEGALES.-
Contra esta sentencia cabe recurso de casación para la unificación de doctrina ante la Sala de lo Social del Tribunal Supremo, que necesariamente deberá prepararse por escrito firmado por Letrado dirigido a esta Sala de lo Social y presentado dentro de los 10 días hábiles siguientes al de su notificación.

Además, si el recurrente hubiere sido condenado en la sentencia, deberá acompañar, al preparar el recurso, el justificante de haber ingresado en la cuenta de Depósitos y Consignaciones abierta en el BBV cta. número ..., a nombre de esta Sala el importe de la condena, o bien aval bancario en el que expresamente se haga constar la responsabilidad solidaria del avalista. Si la condena consistiere en constituir el capital-coste de una pensión de Seguridad Social, el ingreso de éste habrá de hacerlo en la Tesorería General de la Seguridad Social y una vez se determine por éstos su importe, lo que se le comunicará por esta Sala.

El recurrente deberá acreditar mediante resguardo entregado en la secretaría de la Sala de lo Social del Tribunal Supremo al tiempo de la personación, la consignación de un depósito de 50.000 pts. en la entidad de crédito B.B.V. c/c. ... Madrid, Sala Social del Tribunal Supremo.

Están exceptuados de hacer todos estos ingresos las Entidades Públicas, quiénes ya tengan expresamente reconocido el beneficio de justicia gratuita o litigasen en razón a su condición de trabajador o beneficiario del régimen público de la Seguridad Social (o como sucesores suyos), aunque si la recurrente fuese una Entidad Gestora y hubiese sido condenada al abono de una prestación de Seguridad Social de pago periódico, al anunciar el recurso deberá acompañar certificación acreditativa de que comienza el abono de la misma y que lo proseguirá puntualmente mientras dure su tramitación. No costas por justicia gratuita.

